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SALA SEGUNDA

EXCMOS. SEÑORES;

Don Francisco Rubi-o Llorente

Don Eugenlo Dfaz Eini l

Don Miguel Rodrfguez-Piñero

y Bravo-Ferrer

Don ,José Luis de los Mozos

y de los Mozos

Don Alvaro Rodrfguez Berej-j o

Don José Gabaldón López

La Sección ha examinado

curso de amparo interpuesto por

0 0398312

Núm. de ,Resis t ro:  822/90

ASUlllfO: Recurso de anparo ln-

terpuesto por don Manuel

Pera lo Dlaz.

SOBRE: Sentencia de 1a Audien-

cia Provincial de Santa Cruz

de Tener i fe ,  sobre resoluc ión

de contrato de arrendamient,o.

la pieza de suspensión del re-

don Manuel Peralo Dlaz

I. _AIVTECEDENTES

1. El dfa 29 de marzo de 1990 tuvo su entrada en eI Re-

gistro General de este Tribunal escrito de don Carlos de

Zulueta Cebrián, Procurador de l-os Tribunales, actuando en nom-

bre y representación de don Manuel Peralo Dlaz, por eL que se

interpuso recurso de amparo contra la Sent,encia de la Sala de

1o Civil de Ia Audienci-a Provincial de Santa Cruz de Tenerife

de 13 de diciembre de 1989, dictada en el Rollo de apelación

nr1m. 429 / 87 , dimanante de los autos nr1m. tL4/ 83 incoados por
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desahuclo en eI Juzgado

Granadil la de Abona.

Primera Instancia núm. de

2. Los hechos de los que trae origen ]-a demanda son, €rl

resumen,  los s igu ientes:

a) En aut,os de desahucio de arrendamiento instados por

la Comunidad de Propietarios del Edif ico Rosamar contra don

Car los ,José  Sue i ro  C id ,  don  Car los  Garc fa  Se r rano ,  don ,José

Garcf a Serrano y don Manuel Peralo Dfaz, eI ,Juzgado de Prlrnera

fnstancla ntírm. 1 de Granadil la de Abona dictó Sentencia de 26

de marzo de 1987 por la que desestlmó Ia demanda.

b) Interpuesto recurso de apelación por la demandant,e,

Ia Sala de lo Clvil de Ia Audi-encia Provi-ncial de Santa Cruz de

Tenerife dictó Sent,encia de 4 de mayo de 1988 por 1a que

declaró nulas las actuaciones, ordenando notif icar la Sentencia

de inst,ancia a 1os demandados declarados rebeldes (don .Iosé

Garcfa Serrano y don Car los José Suei ro Cid)  y ,  una vez e l lo ,

admitir eI recurso de apelación, "con emplazamiento de todos

los  i n te resados" .

c) Sin efectuarse previament,e el- emplazamiento para

personase en el recurso, la SaIa de 1o Civi l  de l-a Audiencia

Provincial de Santa Cruz de Tenerife, por Sentencia de 13 de

di-ciembre de 1989, estimó el recurso, revocó Ia Sentencia de

instancj-a y declaró resuelto el- cont,rato de arrendamiento, con-

denando a los demandados a dejar libre y expedita la industria

arrendada con apercibimiento de lanzamiento.

3. En Ia demanda de amparo se alega l-a vulneración de1

derecho a la  tu te la  jud ic ia l  e fect iva s in  indefensión (ar t .

24.t C.E. ) .  EI j-ncumpliendo de las normas reguladoras de los

ac tos  de  comun icac ión  p rocesa l  (a r t s .  260  y  387  L .E .C .  )  y  de  1o

ordenado previamente por la propia Sa1a, concufca el derecho

fundamental, en tanto que eI hoy demandante en amparo no fue

emplazado para personarse en la apelación, por 1o que no pudo
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comparecer en la vlst,a, único momento en que podfa defender sus

pretensiones.

Por consiguiente, s€ solicita la nulidad de la Senten-

cia recurrida y de las actuaciones habidas desde que debió ser

emplazado, asf como, mediante otrosf, s€ interesa la suspensión
de la ejecución de la Sentencia recurrlda.

4.  Por  Prov idencia de 2A de mayo de 1991,  1a Sección

Cuarta acordó admitir a trámite la demanda de amparo y formar

la correspondiente pj-eza de suspensión, concediendo un plazo

común de t,res dlas a la parte recurrente y al Ministerio Fiscal

para que al-eguen 1o que estimen pertinente sobre dicha suspen-

sión

En escrj-to de 27 de mayo de 1991-, ld parte actora com-

pareció y manifestó que t,ratándose del desahucio de una indus-

tr ia, cuyo cumplimiento l levarfa a la desvinculación de ].a in-

dustria con su ubicación ffsica, corr l-a consiguiente pérdida de

clientela por las naturales dif icultades de encaminarla a otra

ubicación dist inta, s€ producirfa una disminución importante

del l lamado "fondo comercial" de pública y notoria valoración

económlca. Por el contrario, en el supuesto de recuperarse en

su df a eI local, rro serf a en camblo f actible l-a recuperaclón de

1a cl ientela, resulLando diffci l  }a cuant, i f i-caci-ón de los daños
y per ju ic ios ocasionados por  1a fa l ta  de suspensión.

Et Minj-sterio Fiscal compareció por escrlto de 24 de

mayo de 1991, sol icj-t ,ando que se acceda a la suspensión. Mani-

f iesta que Ia ejecución de la Sentencla impugnada supondrá para

eI recurrente y las personas que de é1 puedan t,raer causa la

cesación en el goce y uso de fa cosa arrendada, asf como el

desalojo o lanzamiento, de tal modo que, en caso de prosperar

eI amparo, éste pudiera perder su f inal idad si, una vez obt,eni-

do eI lanzamiento, el local o Ia industria o sus elementos in-

tegrantes se enajena o cede su uso a un tercero de buena fe.

Asf pues, €1 lanzamlento podrfa dar lugar a una situación
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j-rreversible, sin gu€, por otra parte, de1 aplazamlento de la

ejecución se siga perturbación grave de los intereses generales

o de los derechos fundamentales de un tercero.

II. - FTJNDAII{ENTOS JURIDICOS

L.  EI  ar t .  56 LOTC prevé la  suspensión del  acto

impugnado en amparo cuando su ejecución pueda ocaslonar un per-

juicj-o que harfa perder a1 recurso de amparo su f inal idad, aun-
que autoriza tanbién a denegar la suspensión cuando de el la pu-

diera seguirse una perturbacj-ón grave de los intereses genera-

Ies o de los derechos fundamentales de un tercero. Por otra

parte, este Tribunal ha sostenido reiteradamente que en cuant,o

1a petición de suspensión afecta a resoluciones judiclales

exlste un interés general- en mantener su eficacia, por 1o que

la regla general debe ser la denegación de la suspensión, y

sóIo excepcionalmente podrá acordarse la suspenslón cuando re-

sult,e lndispensable para no frustrar la f j-nal idad del- recurso

de amparo.

2.  En e l  presente caso,  la  f ina l idad deI  amparo consis-

t,e en preservar eI derecho a 1a tutela judicial efectiva sin

indefensión mediante Ia declaración de nulidad de Ia Sentencia

recurrida y las actuacj-ones habidas desde l-a falta de emplaza-

miento del recurrente, retrotrayendo 1as actuaciones a aquel

momento para que tenga ocasión de defender sus intereses en la

apelación. En e1 caso de que se estimase e1 amparo, €l órgano
judicial deberfa pronunciarse nuevamente sobre la resolución

del contrat,o de arrendarniento de industria o J-ocal- de negoclo

y,  en su caso,  ordenar  e1 desalo jo o lanzamiento.

Por regla general, €st€ Tribunal cuando se t,rat,a

resoluciones judiciales cuya ejecución implica el- desalojo

una vlvienda, o incluso de un local de negocio, ocupado por

de

de

e1
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recurrente en anparo ha adoptado el cri t ,erio de acordar 1a sus-

pensión solicj-tada en razón de la muy dif lci l  reparaclón del

per ju ic io  causado por  e1 desalo jo,  que har fa pos lb] .e  la  enaje-

nación del inrnueble o su cesión de su uso a un tercero de buena

fe ( rec ientemente,  e l  ATC de 28 de enero de L99L,  R.A.

L4s2 /90 )  .

Ahora bien, cuando como sucede en este caso y hemos di-

cho en ot , ras ocasiones (ATC 26 de febrero de 1990,  R.A.

L726/89) ,  qu ien insta e l  amparo no es e l  ocupante del  focal

cuyo desalojo se ha acordado en la resolución recurrida, sino

que 1o ha subarrendado a otra persona, resulta que el recurren-

te en amparo quizá sufrirá un perjuicio económico a1 dejar de

perciblr unas rentas, pero la ejecución de la Sentencla impug-

nada ningún daño le producirá en su instal-acj-ón o en eI funcio-

namiento de una actividad propia. EI daño que se le pueda pro-

ducir será evaluable económicamente y perfect,amente reparable,

sin que la ejecución de Ia Sentencia haga perder al amparo su

final idad.

Por todo lo expuesto, la Sala acuerda denegar la peti-

ción de suspensión instada por don Manuel Peralo Dlaz.

de junio de mil noveclentos noventaMadr id,  d iec is ie te
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